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garantiza la igualdad en la ilegalidad, el recurso de amparo que los
demandantes han interpuesto tiene' como objeto el Real Decreto
598/1985 Yno las eventuales resoluciones de aplicación o inaplicación
del mismo, por lo que este Tribunal no puede tomar en consideración
~if!0s de comparación en la aplicación de la ley cuando lo que se está
díscullendo en esta vía de amparo -v se discutió también en la vía
judicial previa- es una pretendida vuln'eración del principio de igualdad
en la Ley.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitudonal, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Sala Segunda. Sentencia 41/1989, de ió de febrero.
Recurso de amparo /.16011986. Contra Sentencia de la
Sala Sexta de' Tribunal Supremo, dictada en el recurso de
casación interpuesto por el ¡.VSS contra Sentencia de
Magistratura de Trabajo en procedimiento especial de la
Seguridad Social.

~ Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por doña
Glona Segué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura don
Fernando García:Mon Y, Gon:zález-Regue~l, don Carlos de la' Vega
Benayas. don Jesus Leguma VIlla y don Luts López Guerra, Magistra­
dos. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. Ll60/l986, interpuesto por la
Procurado~ de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega. en nombre y
representaCIón de don Facundo Ibáñez Pérez, asistido del Letrado don
Fernando Larraz Sierra, contra Sentencia de la Sala Sexta del Tribunal
Supremo, de 14 de julio de 1986, dictada en el recurso de casación
interpuesto por el Instituto Nacional de la Seguridad Social contra
~en!encia de la Magistratura de Trabajo núm. 3 de Zaragoza de 26 de
Juma de .1985, en procedimiento especial de la Seguridad Social. Han
compareCIdo, además del Ministerio Fiscal, el Instituto Nacional de la
Seguridad Social, representado por-el Procurador de los Tribunales don
Julio Padrón Atienza, asistido del Letrado don 'Emilio Ruiz~Jarabo
Femin, y la Tesorería <;Jeneral de la Seguridad Social, representada por
el Procurador de los Tnbunales don Carlos de Zulueta Cebrián asistido
del ~trado don Paulina Giménez Moreno. y ha sido Po'nente el
MagIstrado don Fernando García-Mon y González-Regueral, quien
expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. La Procuradora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega, en
nombre de don Facundo lbáñez Pérez, presentó el 4 de noviembre de
~ 986, en el Registro General de este Tribunal, escrito por el que
Interpuso recurso de amparo frente a la Sentencia de la Sala Sexta del
Tribuna~ Supremo de 14 de julio de 1986, por la que se estimó el recurso
de casaCIón fonnulado contra la Sentencia de 26 de junio de 1985 de la
M!!gistratura .de Traba,io núm. 3 de Zaragoza, dictada en el procedi­
mIento espect.al de la seguridad Social sobre incapacidad permanente
absolu~ seguldo.en virtud de dema!1da del solicitante de amparo contra
el lnst1tuto NaCIOnal de la Segundad Social (lNSS) y la Tesoreria
General de la Seguridad Social (TGSS).

La demanda de amparo se funda en los siguientes hechos:

a) El actor solicitó del INSS pensión de invalidez pennanente y,
pre~a propuesta de la Comisión de Evaluación de Incapacidades,. la
En~dad gestora denegó la petición formulada por entender que las
lesIones que padecía databan· de fecl)a anterior a su aflliación. Tras
formular la cor:respondiente reclamación previa, igualmente desesti­
m~da por la mIs~ razón, i~terpuso demanda judicial, cuyo conoci·
mIento correspondió a la MagIstratura de Trabajo núm. 3 de Zaragoza,
la cual dictó Sentencia el 26 de junio de 1985, estimando la demanda
y declarando al actor afecto de invalidez permanente absOluta con
derecho a la correspondiente pensión económica. En el único conside­
rando de la Sentencia,· se razona que «el único motivo alegado para
desestimar la invalidez solicitada se refiere a que las lesiones·reconoci­
das l>C instauraron con anterioridad a la fecha del alta en el Régimen
Especial de Trabajadores Autónomos y por aplicación del art. 120 del
texto de procedimIento laboral de 13 de junio de 1980 a tal extremO ha
de circun~birsela temática de la litis y la decisión qu'e ha de adoptarse
con exclUSIón. de la ap'untada falta de C!irencia». Sobre ese único punto
de a.ebate -SI las les10~es. eran antenores o posteriores al alta-, la
MagIstratura, en cumplImIento del arto 120.2 de la Ley de Procedí-

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por la representación
procesal de don Fidel G?mez de Enterria Pérez y los otros ciento
veintiuno recurrentes ya CItados.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a dieciséis de febrero de mil novecientos ochenta y
nueveA:;loria llegué Cmtán.-AngeI LalOrre Segwa.-Fernando Garcfa..
Món y González·Regueral-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina
Villa.-Luis L6pez Guerra-Firmados y rubricados.

miento Laboral (LP.L). consideró acreditado que las lesiones eran
posteriores al alta -tesis del aetor-, por lo que estimó la demanda.

b) EIINSS interpuso recurso de casación contra la Sentencia citada,
basándose como motivos en error de derecho en la apreciación de la
prueba con la infracción del art 120, párrafo 2.°, de la L.P.L., o
violación del mismo precepto, pata el supuesto de que no se estimara
como error de Derecho; aplicación indebida de los preceptos reguladores
del periodo de carencia necesario para devengar la pensión en el
Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, y, por último, aplicación
indebida del arto 135.5 de la L.G.S.S. Ante la Sala Sexta compareció el
solicitante de amparo en concepto de recurrido, impugnando el recurso
y solicitando la confirmación de la Sentencia recurrida que se atenia al
único problema debatido: Si las lesiones que padecía eran o no
anteriores al alta en la Seguridad Social.

c) El recurso de casación fue resuelto por Sentencia de 14 de julio
de 1986 de la Sala Sexta del Tribunal Supremo que, acogiendo el motivo
tercero relativo a la infracción de los preceptos reguladores del periodo
de carencia, estimó el recUrso con base en los siguientes razonamientos:
Dada la falta de carencia necesaria, resultante del primero de los hechos
probados, en el que se afirma que el actor acredita 76 días de cotización
en el Régimen General de la Seguridad Social. r que causó alta en el
Especial de Autónomos en octubre de 1980, soliCItando la prestación de
invalidez elide octubre de 1984, el bloque normativo regulador de la
prestación, cuyos preceptos cita, impone la necesidad de que el
beneficiario tenga cotizados seis.años dentro de los diez anteriores al
hecho causante; pues bien, «en la Sentencia recurrida, pese a que el tema
está integrado en el expediente administrativo, al no haberse planteado
como fundamento del rechace de la pretensión del hoy recurrente, se
recoge su existencia, pero no se aplican las consecuencias legales que le
son inherent~. Por ello, concluye, al estimar la demanda, la Sentencia
recurrida incide en la infracción· imputada en el tercero de los motivos
del recurso, que estima y, resolviendo la- cuestión planteada, probado
que el actor no tiene eubierto el período de carencia exigible, no puede
reconocérsele el derecho a percibir la pensión que le correspondería en
el supuesto de que se encontrara en situación de incapacidad perma­
nente absoluta, desestimando por ello la demanda

2. A juicio del demandante de.amparo, la Sentencia del Tribunal
Supremo cuya anulación solicita ha violado el arto 24 de la Constitución,
que garantiza, en su apartado primero, el derecho de todas las personas
a obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales sin que, en ningún
caso, puede producirse indefensión_o Interpretando este precepto, el
Tribunal Constitucional, en las Sentencias que cita, de 5 de mayo de
1982 (R.A. 405181), 6 de rebre", de 1984 (R.A. 84183) Y 10 de diciembre
de 1984 (R.A. 160/84), ha precisado cómo se mide la incongruencia
desde la perspectiva constitucional de una posible indefensión, decla~
randa que. si la desviación en que consiste la incongruencia supone una
modificación de los ténninos en que se produjo el debate procesal.
puede entrañar una vulneración del principio de contradicción, y, por
tanto, del fundamental derecho de defensa.

En el caso examinado, segUn el actor, es patente la vulneración de
dicho principío constitucional. LaSentencia de instancia afirma expresa­
mente, como asi fue, que el debate en el proceso se produjo exclusiva­
mente en tomo a si las lesiones padecidas por el trabajador eran o no
anteriores a su alta en.el Régimen Especial; por ello, la sentencia del
Tribunal Supremo no debió entrar en consideraciones ajenas a lo que
constituyó el objeto del debate procesal en la instancia, pues la alegación
en el recurso de una supuesta falta de carencia no tiene, en el marco
especial del mismo, la poSibilidad de aportación de nuevas pruebas; de
forma que el trabajador quedó indefenso ante una alegaCIón que no
constituyó motivo de denegación de la pensión tal como reconoce la
propia Sentencia del Tribunal Supremo. Se ha producido por ello, según
el recurrente en amparo, la indefensión que denuncia.

3. Por providencia de 9 de noviembre de 1986, la Sección admitió
a trámite la demanda y tuvo por parte, en nombre- del recurrente a la
Procuradora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega, acordando, de
conformidad con el 3rt. 51 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucio-­
na! (LOTC), requerir atentamente a la Sala Sexta del Tribunal Supremo
ya la MaRistratura de Trabajo núm. 3 de Zaragoza, para que, dentro del
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plazo de diez dias. remitieran a este Tribunal, originales o por
testimonio, las actuaciones judiciales y, asimismo, para que emplazaran
a quienes hubiesen sido parte en las mismas. a excepción del recurrente
en amparo, a fin de que pudiesen comparecer en este proceso constitu­
cional en el indicado plazo de diez días.

Por escrito presentado el IS de diciembre de 1986, el Procurador de
los Tribunales don Julio Padrón Atienza compareció en nombre del
Instituto Nacional de la Seguridad SociaL haciéndolo el Procurador don
Carlos de Zulueta Cebrián en representación de la Tesoreria General de
la Seguridad Social, por escrito presentado el 14 de enero de 1987.

4. Por providencia de 11 de febrero de 1987, recibidas las actuacio­
nes judiciales y personados los Procuradores citados, la Sección acordó
tener por comparecidos a los mismos en nombre de los Organismos
recurridos y dar vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal y las partes
para que, de conformidad con lo dispuesto en el art. 52.1 de la LOTC,
formularan las alegaciones que estimaran procedentes dentro del plazo
de veinte días que determina dicho precepto.

5. Por escrito presentado el 11 de marzo de 1987, el Ministerio
Fiscal, tras exponer los antecedentes del caso, solicita la desestimación
de la demanda de amparo con base sustancialmente en lo siguiente: La
cuestión debatida en el proceso quedó fijada, de conformidad con el arto
120.2 de la LP.L, y así 10 hizo el actor y lo reconoce la Sentencia de
Magistratura, a determinar si la enfermedad que padecía el demandante
se habia producido CQn anterioridad o posterioridad a su alta como
afiliado· en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos. La
resolución administrativa denegó el derecho a la pensión por entender
anterior el hecho causante a la afiliación del actor y la Magistratura.
estimando la demanda, otorgó el derecho reclamado por ser posterior la
enfermedad del actor a su alta en el Régimen Especial de Autónomos.

Entiende el Ministerio Fiscal que este planteamiento «debe ronfor­
marse formalmente por el orden público procesal y sustancialmente con
el ordenamiento normativo a que va referida la pretensión procesa.l».
«Es cierto -dice el Ministerio Fisca1- qUe en el supuesto de autos, tanto
la reclamación previa como la propía demanda, se centraron en que se
reconociese que la enfermedad padecida por el actor había comenzado
a posteriori de su afiliación al Régimen Especial de· Trabajadores
Autónomos», pero no es menos cierto -añarle- «Que tal debate iba
necesariamente referido al derecho a percibir una pensión y para tal
percibo deben cumplimentarse una variedad de requisitos, entre ellos el
del plazo de cotización». Y aunque este tema no se planteó por el actor
en su demanda, limitada a combatir la causa por laque la resolución
administrativa le denegaba la pensión, la cuestión estuvo presente en el
proceso y el actor desde el primer momento, dice el Ministerio Fiscal,
tuvo conocimiento de este extremo ~(y nada alegó frente a ello,
obviamente porque le peIjudicaba. Pero una omisión de requisito
esencial -añade- no. puede ampararse en su derecho a elegir el marco de
su pretensión. máxime cuando éste va referido a uno más amplio cual
es el percibo de una pensiÓn». Señala también que en el recurso de
casación tuvo ocasión de impugnar, y así 10 hizo, el motivo referente a
la falta del período de carencia, y a ello ha obtenido una respuesta
fundada en Derecho. Por ello y porque admitir el extremo rigorismo
formal en que se funda el recurso de amparo «supondría avalar el
percibo de una pensión sin que se hubiesen cumplido los requiSitos
legales, creando una situación que, viciada inicialmente de ilegalidad en
su planteamiento, concluiría en una injusta desigualdad frente a otros en .
su resoluciÓn». Solicita el Ministerio Fiscal la desestimación de la
demanda.

6. La representación procesal del recurrente en amparo, por escrito
presentado el 12 de marzo de 1987, se remitió a sus anteriores
alegaciones sobre la procedencia del recurso, toda vez que de las
actuaciones no resultaba nada que desvirtuara los hechos y fundamentos
jurídicos expuestos en su demanda que daba pOI' reproducidos, solici­
tando la estimación del amparo y la nulidad de la Sentencia recurrida.

7. El Procurador de los Tribunales don Julio Padrón Atienza, en
nombre del INSS, por escrito presentado el 18 de marzo de 1987,
formuló, en síntesis, las siguientes alegaciones:

Ciertamente la Sentencia de Magistratura centra el debate en el
momento «en que se instauran las lesiones objetivas en el trabajador,
excluyendo de la discusión, dice la propia Sentencia, la apuntada falta
de carencia», dando lugar a su impugnación por parte del demandante.
No hubo, por tanto, la incongruencia ni la indefensión alegados por el
recurrente en amparo.

Después de recordar la doctrina de este Tribunal sobre la incongruen­
cia (Sentencias de S de mayo de 1982 y 18 de diciembre de 1985),
entiende que la petición del actor de obtener la pretensión que reclama
no puede obtenerse sin acreditarse por el interesado el cumplimiento de
los requisitos necesarios para ello y por ser ei perjodo de carencia uno
de eHos, la Sentencia que 10 estima así no es incongruente, sino que
aplica, en virtud de los axiomas iura novit curia y narra nihíjaclun, daba
ltbi tus, la normativa legal aplicable y, concretamente, la Disposición
transitoria primera, párrafo 1, del Texto Refundido de la Ley General
de la Seguridad Social.
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y con base en la doctrina de diversas Sentencias de este Tribunal,
alega que no se ha producido al recurrente la indefensión que denuncia,
porque de los antecedentes del recurso resulta que el solicitante de
amparo ha podido defenderse y contestar respecto de las alegaciones
relativas a que no había cumplido el período de carencia necesario para
obtener la declaración de invalidez permanente que pretendía y ello, (<DO

sólo en la via del recurso de casación, como así consta en el escrito de
fonnalización del· recurso y en el de la impugnación del mismo». Por
todo ello y con cita del Auto de este Tribunal de 13 de marzo de 1985~

por el que se declaró inadmisible un recurso de amparo con fundamen­
tación similar a la que se plantea en éste, solicita la desestimación de la
demanda de amparo.

8. Por providencia de 26 de septiembre de 1988, la Sección acordó
remitir comunicación a la Sala Sexta del Tribunal Supremo a fin de
aclarar lo siguiente: «En el testimonio de las actuaciones remitidas a este
Tribunal, figura el folio 39 diligencia en la que se hace constar que para
la notificación de la Sentencia de 14 de julio de 1986, dicUlda en el
citado recurso, se remitió por correo certificado con acuse de recibo
copia de la misma al Letrado de la parte recurrida don Fernando Larraz
Sierra con fecha 11 de septiembre de 1986; y no figurando en el
testimonio, por omitirse en él el reverso de la tarjeta, la fecha de
recepción ni la persona que se haya hecho cargo del envío, interesa a este
Tribunal que mediante la oportuna ceI1ificación del señor Secretario se
aclaren los referidos datos si constan los mismos en las actuaciones
originales».

9. En cumplimiento de lo interesado, la Sala Sexta del Tribunal
Supremo envió xerocopia certificada por el señor Secretario de la taIjeta
de acuse de recibo remItida el 11 de septiembre de 1986 a don Fern:mdo
I.arraz Sierra, Letrado del recurrente en amparo, en cuyo reverso consta
el día 12 siguiente como fecha de entrega del envío, sin hacerse constar
la persona que se hiciera cargo del mismo, figurando tan solo una firma
ilegible en el lugar correspondiente al destinatario.

La Sección, por providencia de 21 de noviembre de 1988, acordó dar
, traslado del testimonio recibido a los Procuradores de las partes y al

Ministerio Fiscal a fin de que, dentro del plazo de diez días, alegasen lo
que estimaran procedente en orden a la posible extemporaneidad de la
presentación de la demanda.

10. Por escrito presentado el 16 de diciembre de 1988, la represen·
tación del recurrente alegó que no podía estimarse como fecha de
notificación de la Sentencia recurrida la que consta en la tarjeta de acuse
de recibo, par no figurar en ella la persona que se hubiera hecho cargo
del envío yno ser la firma que en ella figura la del Letrado del recurrente
a quien iba dirigida. No cumpliendo. por tanto, la notificación así
realizada los requisitos exigidos por la Ley de Procedimiento Laboral.

La representación del INSS, mediante escrito presentado el 16 de­
diciembre de 1988, sostuvo, por el contrario, que apareciendo como
fecha de notificación de la Sentencia recurrida el 12 de septiembre de
1986 y no habiéndose presentado el presente recurso de amparo hasta
el 4 de noviembre de 1986, había transcurrido con exceso el plazo que
para su presentación establece el arto 44.2 de la LOTC y, por tanto, la
demanda era extemporánea e incidía en causa de inadmisión conforme
al arto 50 de la citada Ley.

Por su parte, el Ministerio Fiscal, por escrito presentado el 13 de
enero de 1988, después de hacer constar que el acuse de recibo aparece
firmado «por firma relativamente ilegible sin que conste su relación con
el destinatario, ni si se trata de un vecino o de portero de la finca», alega
que de estimarse correcta dicha notificación, la demanda seria extempo­
tánea; pero que «no constando con absoluta claridad la personalidad del
destinatario», de acuerdo con la jurisprudencia de este Tribunal sobre
«el aseguramiento de ·la personalidad del titular de las notificaciones
para supuestos similares (SSTC 22/1987, de 20 de febrero, y 41/1987, de
6 de abril»>, entiende que no concurre en la demanda tal causa de
inadmisión, que ahora seria desestimación, por lo que se remite a lo
alegado en su anterior dictamen.

11, Por providencia de 6 de febrero de 1989 se señaló para
deliberación y votación de esta Sentencia el dia 13 siguiente.

1:

n. Fundamentos jnridkos

1. La cuestión relativa a si el presente recurso de amparo se ha
presentado dentro del plazo de veinte días que determina el arto 44.2 de
la LOTe, surgida, conforme se hace constar en los antecedentes, por
figurar en las actuaciones recibidas de la Sala Sexta del Tribunal
Supremo que con fecha 11 de septiembre de 1986 se había remitido por
correo certificado con acuse de recibo al Letrado del recurrente en
amparo la notificación de la Sentencia recurrida, sin que constara la
fecha de recepción por el destinatario, ha de resolverse, conforme
entiende el Ministerio Fiscal y la representación del recurrente, en el
sentido de que la demanda de amparo ha sido presentada dentro del
plazo que determina el citado precepto.

En efecto, solicitada de la Sala Sexta del Tribunal Supremo la
aclaración correspondiente sobre la fecha de entrega de la notificación
y persona del receptor, ha resultado que la fecha de entrega fue el 12 de
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~ptiembre de 1986, pero no consta dato alguno sobre la perSOll3 que se
hizo ca~o de I~ notIficación, figurando sólo una firma ilegible en el lugar
del destmatano. No cumple, pues, la notificación asi realizada los
requisitos que exige el arto 27 de la Ley de Procedimiento Laboral
(LP.L.) para las notificaciones que no se realicen personalmente al
interesado, es decir. faltan las circunstancias personales de quien recibió
la notificación y su relación de parentesco o vecindad con el destinata·
no. Requisitos que no pueden elUdirse por el hecho de realizarse la
notificación por correo certificado con acuse de recibo, pues si bien esta
forma de notificación está prevista en el art, 32 de la L.P.L., requiere,
para que surta efectos legales, las mismas garantías de seguridad y
certeza sobre la personalidad de quien recibe la notificación, que las
exigidas por el arto 31 de la citada Lev «en todos los casos en que la
diligencia no se entienda con el intereSado».

No reuniendo las garantías que quedan expuestas la notificación
realizgda por la Sala Sexta del Tribun~J Supremo. habrá de estarse Dara
hacer el cómputo del plazo establecido en el arto 44.2 de la LOTe,'a la
fecha de notificación que, con cumplimiento de todos los requisitos
legales, se hIZO por la Magistratura de TrabajO al Letrado del actor el 16
de octubre de 1986 (folio 67 de los autos); v como desde esta fecha hasta
el 4 de noviembre. siguiente en que se presentó la demanda de amparo,
no hahía transcumdo el plazo de veinte días hábiles que señala el citado
precer~;:), es claro que ha de entenderse presentada la demanda dentro
del p¡;:zo legal.

2. La indefensión que con base en el arto 24.1 de la Constitución
denuncia el recurrente estará referida a la Sentencia de la Sala Sexta del
Tribu:ud Supremo de 14 de julio de 1986 que, estimando el recurso de
casaclón interpuesto por el INSS contra la Sentencia dictada por la
Mag¡stratura de Trabajo m.im. 3 de zaragoza, desestimó la demanda
sobre invalidez absoluta, que le había sido reconocida al actor -actual
recurrente en amparo- por la Magistratura. Para detenninar si se ha
producido o no la infracción alegada, es preciso aclarar previamente los
términos de una y otra Sentencia y, más concretamente, la diferente
fundamentación que ha conducido a soluciones contradictorias del
problema debatido.

Para la Sentencia de la Magistratura de Trabajo que, en el resultando
de hechos probados, afirma el periodo de cotización del actor a la
Seguridad Social -76 días en el Regimen General y desde octubre de
1980 en el Especial de Trabajadores Autónomos~,«el único motivo
alegado (por las resoluciones administrativas) para desestimar la invali­
dez solicitada se refiere a que las lesiones reconocidas se ins.tauraron con
anterioridad a la fecha del alta en el Régimen Especial de· Trabajadores
Autónomos, y por aplicación del art. 120 del Texto Refundido de la Ley
de Procedimiento Laboral de 13 de junio de 1980, a tal extremo ha de
circunscribirse la temática de la litis y la decisión que ha de adoptarse
con exclusión de la apuntada falta de carencia». Por ello y estimando
probado que la enfermedad del actor se habia producido con posteriori­
dad a su alta en la Seguridad Social, reconoce a su favor la situacíón de
invalidez por éste reclamada.
~ Sentencia de la Sala Sexta del Tribunal Supremo, recogiendo en

su pnmer fundamento lo afirmado por la Sentencia recurrida en orden
al período de cotización del actor, estima el motivo tercero del recurso
de casación formulado por el INSS, porque «en la Sentencia recurrida.
pese a que el tema está integrado en el expediente administrativo, al no
haberse planteado como fundamento del rechace de la pretensión del
hoy recurrente, se recoge su existencia, pero no se aplican lasconsecuen­
cias legales que le son inherentes». Por ello, termina la Sentencia su
razonamiento relativo a la estimación del motivo tercero del recurso,
«probado que el actor no tiene cubierto el periodo de carencia exigible,
no puede reconocérsele el derecho a percibir la pensión que le correspon­
dia en el supuesto de que se encontrara efectivamente en situación de
incapacidad permanente absoluta».

La discrepancia entre ambas Sentencias viene, pues, determinada por
la distinta interpretación que se hace en las mismas sobre el contenido
y alcance del art. 120 de la Ley de Procedimiento Laboral (L.P,L.),
conforme al cual, apartado segundo: «En el proceso (de la Seguridad
SocIal) ante la Magistratura de Trabajo no podrán aducirse por el
demandante hechos distintos de los alegados para resolver el expediente
ad~inist.rativo».La Magistratura, aplicando con rigor y en sus términos
mas estnctos este precepto, excluye del debate todo lo que no baya sido
tomado en consideración por las resoluciones administrativas para
denegar la pensión solicitada por el actor. incluso el tema relacionado
con la falta del período de carencia que, pese a reconocerse en los hechos
probados, lo excluye expresamente «de la litis y de la decisión que ha
de adoptarse». En cambio, el Tribunal Supremo no reduce el tema
litiglOSO a la motivación en que se basaron las resoluciones admiIiistrati~

vas para denegar la pensión de invalidez reclamada por el actor, sino
que, reconocido por la Sentencia de instancia la falta del periodo de
carencía y ~sultando así del expediente administrativo que obra unido
a las actuaclc.nes, por ser presupuesto necesario para el otorgamiento de
la pensión sulicitada, deniega ésta en virtud del recurso de casación
fonnulado por el INSS, ~

Planteado así el problema que ha de decidirse en este recurso de
amparo, claramente se aprecia que, en principio, no se puede encuadrar
-como hace el recurrente- en una cuestión de defensión o indefensión

del arto 24.1 de la Constitución. Se trata, realmente, sin perjuicio de otras
precisiones que habrán de hacerse para su resolución, de la interpreta­
ción que haya de darse al art. 120. apartado 2.°, de la L.P.L. que ha
quedado transcrito. Como tal problema de interpretación de un precepto
de legalidad ordinaria, sin trascendencia constitucional, no puede este
Tribunal revisar la aplicación que del mismo han hecho los órganos
judiciales competenteS, por impedirlo el arto 117.3 de la Constitución.
que atribuye en exclusiva a los Juzgados y Tribunales la potestad
jurisdiccional en todo tipo de ~rocesos. En la STC 27/1986, de 19 de.
febrero (fundamento jurídico 4. ), ante un problema similar se dijo que
la relación entre jurisdicción laboral y via previa es una interpretación
de la legalidad vigente para la que son competentes los órganos del poder
judicial sin que de ella se perciba indicio alguno de actuación contraria
al derecho a una tutela judicial efectiva.

Desde esta perspectiva el recurso carece, pues, de viabilidad.

3. En la demanda de amparo se elude el tema relativo a la
interpretación del arto 120 de la L.P.L que es, como hemos visto, el que
produce el resultado contradictorio entre las Sentencias que 10 resuelven.
Da por supuesto el recurrente que, como ha venido hacíendo a todo lo
largo del procedimiento, el citado precepto acota en términos imperati·
vos el contenido del debate y estima, por tanto, que cualquier extralimi­
tación del mismo, como entendió la Magistratura, ha de ser rechazada.
De ahí que todo el recurso esté fundado en una supuesta indefensión que
le habría producido la Sentencia del Tribunal Supremo, porque al
incorporar un «hecho nueVO)) a los términos del debate. no ha tenido
ocasión de defenderse frente al mismo, toda vez que los estrechos cauces
del recurso de casación no permiten la aportación de pruebas y las
alegaciones de defensa que, sobre la falta del período de carencia, ha
planteado el INSS en el recurso de casación.

Ahora bien. como ha quedado expuesto en el fundamento anterior y
resulta de las actuaciones, la cuestión relativa al período de carencia no
había sido extraña al proceso judicial, sino que, resultando del mismo
y del expediente administrativo los hechos en que se basa, su exclusión
«de la decisión que ha de adoptarse» ha sido una apreciación jurídica de
la Sentencia de instancia adoptada con base en lo dispuesto en el arto 120
de la LP.L No se trata. por tanto, de «un hecho nuevo» extemporánea­
mente alegado por el INSS en el recurso de casación, sino de la
impugnación de un fundamento jurídico de la Sentencia que, por
resultar de los hechos por ella afirmados, ha sido estimada por la Sala
sexta del Tribunal Supremo.

Reitetadamente viene declarando este Tribunal que la indefensión
que prohibe el arto 24.1 de la Constitución requiere, para ser corregida
en amparo, que haya privado realmente a quien la invoca del derecho
a alegar y probar en el proceso los propios derechos, y que no puede ser
aducida, por tanto, por quien no actuó en el proceso con la debida
diligencia o resulta imputable a su propia condUela que, incluso, ha
podido adoptarse como posición de defensa. Y esto es, como apunta el
Ministerio Fiscal en sus alegaciones, lo ocurrido en el presente caso.

Los hechos concernientes a la falta del período de carencia han
estado presentes desde la iniciación del expediente administrativo. Es
cierto que las resoluciones administrativas deniegan la pensión solici­
tada por el recurrente, con base en la llamada «invalidez de origen», es
decir, lesiones anteriores a la afiliación del trabajador a la Seguridad
Social; pero también lo es que en dichas resoluciones se hace constar su
fecha del alta al Régimen de Autónomos ~1 de octubre de 1980-, y que
el dato figura en el expediente administrativo unido a las actuaciones
judiciales. Es más., al folio 9 del expediente aparece un informe del
Letrado en el que, como observaciones, se hace constar lo siguiente: «No
reúne período de carencia al contar únicamente con 47 meses al
Régimen Especial de Autónomos y 76 días al Régimen General». Y en
el proceso judicia! el tema, invocado por el INSS y acreditado en el
expediente, fue recogido como hecho probado por la Sentencia de la
Magistratura.

Pudo, pues, el actor contradecir los hechos que sobre el período de
carencia figuraban en las actuaciones y oponer a los mismos lo que
estimara procedente, aportando las pruebas o justificaciones que le
conviniera, sin que para ello tuviera obstáculo alguno en el proceso.
Pero estimó preferible, sin duda por entenderlo más favorable para su
propia defensa, reducir el debateexdusivamente a si las lesiones o
secuelas producidas eran o no anteriores a su alta en la Seguridad Social.
Esta posición de defensa, sin duda legítima y legalmente amparada en
el arto 120 de la L.P.L., acogida por la Sentencia de instancia, no puede
convertirse ahora en la indefensión prohibida por el arto 24.1 de la
Constitución. La tutela judicial efectiva que garantiza este precepto no
está limitada, obviamente, a una de las partes en el proceso, sino que se
extiende a todas ellas y, por tanto, la delimitación de la cuestión liti~osa
viene determinada por la demanda y por «las demás pretensIOnes
deducidas oportunamente en el pleito», como dice el arto 359 de
la L.E.e. al referirse a la congruencia de las Sentencias.

No cabe, pues, imputar a la Sentencia de la Sala Sexta del Tribunal
Supremo las vulneraciones constitucionales denunciadas por el recu·
trente: No se le ha producido indefensión. porque los hechos en que se
basa han podido ser debatidos y sometidos aconttadicclón en el proceso
y están, además, afirmados por la Sentencia de instancia, conforme se
razona en la del Tribunal Supremo: y por la misma razón no ha incidido
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ésta en la incongruencia alegada en amparo, toda vez que no puede
considerarse el tema relativo al período de carencia como una «cuestión
nueYa». inoportunamente aducida por el INSS en el recurso de casación,
porque el hecho de que no mereciera ser acogido en la instancia ni
tomado en consideración por las resoluciones administrativas, no
privaba al Tribunal Supremo en su función revisora del Derecho
aplic:ado, interpretando de forma diferente el arto 120 de la LP.L.,
atribuir a los hechos probados sobre el periodo de cotización las
consecuencias legales que. como problema de legalidad ordinaria, estimó
inherentes"a los mismos. Es más, planteado el tema como motivo de
casación, el recurrente, insistiendo en su anterior posición de defensa, no
lo impugnó por razones de fondo. sino exclusivamente por parecerle
contrario a lo establecido en el arto 120 de la L.P.L., cuya interpretación,
como hemos dicho, no puede ser revisada por este Tribunal por carecer
de la dimensión constitucíonal con que se plantea en este recurso de
amparo.

Sala Segunda. Sentencia 4211989, de 16 de febrero.
Recurso de amparo 6/1987. Contra Decreto 3911986, de 3
de junio, de la Junta de Extremadura, y Resoluci6n dictada
para el desarrollo del mismo, de 16 de junio de 1986, por
la Direcci6n General de Estructuras Agrarias de la Junta.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucíonal, compuesta por doña
Gloria Regué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura, don
Fernando Garcia.Mon y González-Regueral, don Carlos de la Vega
Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra, Magistra­
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm, 6/1987, promovido por doña
Magdalena y doña Flora López de Ayala y Cote, don Alberto, don
Agustín, doña María Magdalena y doña Maria Mati!de del Valle López
de Ayala y doña Soledad Ruiz Gali, representados por el Procurador don
Ramiro Reynolds de Miguel y defendidos por el Letrado don Aquilino
Carnacho Macias, contra el Decreto 39/1986, de 3 de junio, de la Junta
de Extremadura, y Resolución dictada para el desarrollo del mismo, con
fecha 16 de junio de 1986, por la Dirección General de Estructuras
Agrarias de la Junta de Extremadura. Han comparecido el Ministerio
Fiscal, el Abogado del Estado y la.Junta de Extremadura., representada
por el Letrado don José María Mohedano Fuertes, y ha sido Ponente el
Magistrado don Fernando Garcia-Mon y González-Regueral, quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes-

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 3 de enero de
1987, el Procurador de los Tribunales don Ramiro Reynolds de Miguel,
en nombre de doña Magdalena López de Ayala y Cote, doña Rora
López de Ayala y Cote, don AlbeI10 del Valle Lópel de AyaIa, don
Agustín del Valle López de Ayala, doña Maria Magdalena del Valle
López de Ayala,. doña Maria Matilde del Vane López de Ayata Y doña
Soledad Ruiz Gali, interpuso recurso de amparo .contra el Decreto
39/1986, de 3 de junio, de la Junta de Extremadura, y contra la
Resolución dictada para desarrollo del mismo, con fecha 16 de junio de
1986, por la Dirección General de Estructuras Agrarias de la misma
Junta Autonómica.

2. Se fundamenta el recurso en las alegaciones de hecho que a
continuación se resumen:

El Decreto recurrido, publicado en el «Diario Oficial de Extrema­
dura» de 5 de junio de 1986, declaró manifiestamente mejorable la finca
«Las Arguijuelas», de acuerdo con el arto 6 de la Ley 34/1979, de 16 de
noviembre. La Resolución, también impugnada. de 16 de junio de 1986,
dispuso la expropiación de uso de la mencionada finca, proceder a su
ocupación e iniciar el expediente de justiprecio,

Contra aquel Decreto interpusieron recurso contencios<radmínistra·
tivo los propietarios de la finca. Esta es propiedad indivisa de los
herederos de doña Maria López de Ayala y Gardoqui, que lo eran doña
Magdalena y doña Flora López de AyaJa y Cote (en cuanto a dos terceras
partes) y de los herederos de don Adelardo López de Ayata y Cote (en
cuanto a la otra tercera pane), que locran don Alberto, don Agustín,
doña Maria Magdalena y doña Matilde del Valle López de Ayala (en
nuda propiedad) y doña Soledad Ruiz 0311 (en usufructo). El recurso se
interpuso y se sustanció por el procedimiento especial de la Ley 6211978,
alegando los recurrentes la infracción del arto 24 de la Constitución, por
entender se les había causado indefensión y vulnerado sus derechos de

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo interpuesto por la Procura·
dora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega, en nombre y
representación de don Facundo Ibáñez Pérez.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a dieciséis de febrero de mil novecientos ochenta
y nueve.-Gloria Segué Cantón.-Angel Latorre Segura.-Fernando Gar.
CÍa-Mon y González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs
Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Finnados y rubricados.

audiencia y a la presunción de inocencia durante la tramitación del
procedimiento administrativo.

La Sala de lo ContencioSO-Administrativo de la Audiencía Territorial
qe Cáceres, con fecha 21 de agosto de 1986, dietó Sentencia estimatoria
del recurso. Pero, apelada la misma, fue revocada por Sentencia de la
Sala Tercera del Tribunal Supremo, de 9 de diciembre de 1986, que
declaró «la plena eficacia y vigencia del Decreto impugnado y la
Resolución que lo desarrolla, por estimar que no se ha producido
indefensión ni vulnerado el principio de presunción de inocencia
amparados por el arto 24 de la Constitución».

3. Los fundamentos jurídicos del recurso de amparo son, en
síntesis, los siguientes:

El art 24 de la Constitución contiene, según ha declarado con
reiteración el Tribunal Constitucional, un mandato explícito al legisla­
dor -y al intérprete- de promover la defensión mediante la correspon­
diente contradiCción, lo que conduce a establecer el emplazamiento
personal de los interesados, c~ando sean conocidos, exigencia que
extiende su alcance al ámbito del procedimiento administrativo sancio­
nador, carácter éste del que participa el procedimiento de declaración de
una finca como manifiestamente mejorable a efectos de su expropiación.
También es extensible al derecho administrativo sancionador el princi­
pio constitucionaJde la presunción de inocencia (3rt. 24.2), según la
jurisprudencia del Tribunal Constitucional.

En el presente caso, ambos preceptos constitucionales han sido
violados por la Junta de Extremadura. En primer lugar porque,
conociendo la misma· quiénes eran los condóminos de la finca en
cuestión, emplazó tan sólo a don Alberto del Valle López de Ayala y a
doña Magdalena "1 doña Flora López de A~la y Cote para que
formularan alegaCIones previas a la declaraCIón de la finca como
manifiestamente mejorable, y no a los restantes cuatro titulares. A este
respecto señala el Tribunal Supremo que estos últimos interesados han
estado siempre representados en el expediente por don Alberto del Valle
López de Ayala., que comparecía siempre en su propio nombre r en el
de los demás herederos de dofla Maria López de Ayala GardoqUl. Pero
ello no es cierto~ porque, aparte de que esa representación era sólo según
expresamente dice, de los herederos de doña Maria López de Ayala y
Gardoqui (doña Magdalena y doña Flora López de Ayala y Cote), pero
no de los herederos de don Adelardo López de AxaJa y Cote (los
hermanos del, Valle López de Ayala Yseñora Ruiz Gali), esa representa­
ción voluntaria, no acreditada documentalmente, es solamente asumible
unilateralmente «para lo que favorezca a ·la comunidad de interesados,
no para lo que la pe1judiquc:», según reiterada jurisprudencia. Más en
concreto, los documentos, de fecha 2 de mayo de 1986, por los que se
da audiencia a los interesados para la calificación de la finca como
manifiestamente mejorable, van dirigidos a doña Magdalena y doña
Flora Lópe. de AyaIa y Cote Ya don Alberto del Valle López de Ayala,
sin referencia alguna a que .sea representante de ningún otro interesado.
Este último, al exponer sus alegaCIones en dicho trámite, comparece sólo
en su nombre.

En segundo lugar, las alegaciones presentadas por los emplazados
tuvieron entrada en la Junta de Extremadura los días 28 de mayo y 3
de junio de 1986, siendo remitidas por el Consejero de Agricultura al
Servicio de Estructuras Agrarias, a fin de su inclusión en el expediente,
el día 13 de junio. cuando ya estaba producido el acto impugnado que,
como señala la Audiencia de Cáceres, sin constancia de su proposición,
fue dietado el 31 de mayo, si· bien neva fecha de 3 de juma.

En definitiva,. de los siete propietarios hoy recurrentes, sólo a tres se
les emplazó para que formulasen alegaciones y, aunque las formularon,
también a éstos se les privó de su derecho a ser oídos, pues las mismas
DO fueron tenidas a la vista para resolver,

Por todo ello, se solicita de este Tribunal que declare la nulidad del
Decreto 39/1986 de la Junta de Extremadura y de la resolución de 16
de junio de 1986 que lo desarrolla, así como de la Sentencia de la Sala
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